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Responsabilidad de las partes intervinientes dentro de la contratación estatal1 

María Paula Guerrero Rincón2 

Resumen 

Teniendo en cuenta que al celebrar cualquier tipo de contrato se generan obligaciones de cada una 

de las partes, en el contrato estatal o administrativo se cataloga como responsable a la parte que no 

cumple con una o varias obligaciones establecidas en el contrato. Para lo cual se establecerán las 

partes intervinientes en el contrato estatal o administrativo, la clasificación de la responsabilidad 

y la responsabilidad a la que involucra cada uno de los intervinientes que celebraron contratos con 

la administración pública. 

Palabras clave: Contrato Estatal, Partes intervinientes, Responsabilidad. 

Abstract 

Bearing in mind that on having celebrated any type of contract generate obligations of each one of 

the parts, in the state or administrative contract it is catalogued as person in charge to the part that 

does not expire with one or several obligations established in the contract. For which interveners 

will establish the parts in the state or administrative contract, the classification of the responsibility 

and the responsibility to which involves each of the interveners who celebrated contracts with the 

public administration. 

Keywords: State contract, Parties involved, Responsibility. 

 

                                                           
1 Trabajo de grado para optar el título de Especialista en Derecho Administrativo, Universidad Militar Nueva Granada. 
2 Abogada egresada de la Universidad Militar Nueva Granada. 
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Introducción 

La contratación estatal en Colombia inicia con el Código Fiscal de 1873, luego con la ley 53 

de 1909 la cual estableció que todo contrato debería contener la cláusula penal y la declaratoria de 

caducidad. Continuando con la Ley 110 de 1912, la cual reformó el Código Fiscal, la Ley 130 de 

1913 como primer Código Contencioso Administrativo. La Ley 61 de 1921, estableció en su 

artículo 9° la licitación pública como medio para adquirir un bien para el Estado. Siguiendo con la 

Ley 167 de 1941 como el Segundo Código Administrativo, el Decreto 150 de 1975 dicta normas 

para la celebración de contratos por parte de la Nación y sus entidades descentralizadas. Por último, 

está la Ley 19 de 1982 el cual define nuevos principios de los contratos administrativos y se 

conceden facultades extraordinarias al Presidente de la República para reformar el régimen de 

contratación administrativa previsto en el Decreto 150 de 1976 (Palacio, 2010, p. 22). 

Actualmente Colombia se rige por la Ley 80 de 1993, la cual vendría siendo el tercer estatuto 

de contratación, el cual, según Palacio (2010)  

orienta a unificar todo lo referente a la contratación administrativa, a darle agilidad y 

transparencia, a exigir responsabilidad a todos los sujetos que intervienen en la actividad 

contractual, permitiendo el juego de la autonomía de la voluntad de las partes, dentro del 

marco de una actividad reglada. (p. 23). 

Así mismo el Decreto 4170 de 2011 crea la Agencia Nacional de Contratación Pública –

Colombia Compra Eficiente como una unidad entidad descentralizada de la Rama Ejecutiva de 

orden nacional, con personería jurídica, patrimonio propio y autonomía administrativa y 

financiera, adscrita al Departamento Nacional de Planeación (art.1). Para finalizar el Decreto 1510 

de 2013 reglamenta el sistema de compras y contratación pública en Colombia. 
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Dentro de la normatividad vigente se encuentran catalogadas las responsabilidades de las 

partes intervinientes al darse algún vínculo contractual entre ellas, lo cual será objeto de estudio 

de este artículo. 

1. Partes que pueden intervenir en la contratación estatal 

Para poder determinar quiénes son los intervinientes en un contrato estatal, se debe primero 

establecer qué tipo de contratos puede celebrar la administración. La Ley 80 de 1993, en el artículo 

32, cataloga como contratos los siguientes: 

i. Contrato de Obra: Son aquellos que se celebran con el fin de realizar construcciones, 

mantenimientos, instalaciones y todo lo correspondiente con trabajo material sobre bienes 

inmuebles. 

ii. Consultoría: Son los relacionados con estudios necesarios para la ejecución de proyectos 

de inversión, así como también contratos de consultoría los que tienen por objeto la 

interventoría, asesoría, gerencia de obra o de proyectos, dirección, programación y la 

ejecución de diseños, planos, anteproyectos y proyectos. 

iii. Prestación de Servicios: Son los celebrados con el fin de desarrollar actividades 

relacionadas con la administración o funcionamiento de la entidad. Normalmente el 

contratista es persona natural. 

iv. Concesión: Tiene por objeto otorgar a una persona la prestación, operación explotación, 

organización o gestión, total o parcial, de un servicio público, o la construcción, 

explotación o conservación total o parcial, de una obra o bien destinados al servicio o uso 

público. 



5 
 

 
 

v. Encargos Fiduciarios y Fiducia Pública: Tienen por objeto la administración o el manejo 

de los recursos vinculados a los contratos que tales entidades celebren. Se celebran con 

sociedades fiduciarias autorizadas por la Superintendencia Bancaria. 

Para el desarrollo de este trabajo se tendrán en cuenta los contratos de obra y de consultoría, 

por ende, se tendrán en cuenta, como contratistas, la empresa encargada de los diseños, la empresa 

interventora y por supuesto la empresa constructora, esto es teniendo en cuenta si intervienen todas 

estas para la ejecución de una obra estatal, debido a que no en todas las obras estatales es necesario 

celebrar los tres tipos de contratos mencionados. 

Por otro lado, es necesario tener en cuenta los elementos básicos que deben contener todo 

contrato estatal o administrativo que son un contratante, un contratista, una prestación y unas 

solemnidades. 

De acuerdo con el artículo 2° del Decreto 1510 de 2013, se pueden determinar quiénes son 

partícipes en la contratación pública, a saber 

1. Las Entidades Estatales que adelantan Procesos de Contratación. 

En los términos de la ley, las Entidades Estatales pueden asociarse para la adquisición 

conjunta de bienes, obras y servicios. 

2. Colombia Compra Eficiente. 

3. Los oferentes en los Procesos de Contratación. 

4. Los contratistas. 

5. Los supervisores. 

6. Los interventores. 
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7. Las organizaciones de la sociedad civil y los ciudadanos cuando ejercen la participación 

ciudadana en los términos de la Constitución Política y de la ley. (Decreto 1510, 2013) 

Para el desarrollo de este artículo solo se tendrán en cuenta los partícipes que intervienen 

directamente en el contrato estatal, esto es, las entidades estatales, los contratistas y los 

interventores, debido a que los supervisores son funcionarios de la entidad estatal contratante, por 

ende se entiende a los supervisores inmersos dentro del contratista. 

También se puede determinar como parte interviniente en la contratación estatal a los 

oferentes, debido a que éstos al presentar propuestas, se encuentran inmersos dentro de la etapa 

pre-contractual, y por ende éstos también se obligan con la entidad contratante, si éste llega a ser 

seleccionado como el mejor oferente dentro de la licitación. 

Dentro de la actividad contractual estatal intervienen como contratante siempre, la 

administración, quien forma parte del Estado, la cual está conformada por una serie de personas y 

entidades que están encargadas del manejo de la cosa pública (Franco Gutierrez, 2000), esto quiere 

decir que como contratante se entiende a toda entidad que sea catalogada como pública, es decir 

que tenga o cuente con el 50% como mínimo de los recursos del Estado. 

El Estado puede ser representado por entidades estatales, las cuales se encuentran relacionadas 

en el artículo 2° de la Ley 80 de 1993 de la siguiente manera 

a) La Nación, las regiones, los departamentos, las provincias, el Distrito Capital y los 

distritos especiales, las áreas metropolitanas, las asociaciones de municipios, los territorios 

indígenas y los municipios; los establecimientos públicos, las empresas industriales y 

comerciales del Estado, las sociedades de economía mixta en las que el Estado tenga 

participación superior al cincuenta por ciento (50%), así como las entidades 
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descentralizadas indirectas y las demás personas jurídicas en las que exista dicha 

participación pública mayoritaria, cualquiera sea la denominación que ellas adopten, en 

todos los órdenes y niveles. 

b) El Senado de la República, la Cámara de Representantes, el Consejo Superior de la 

Judicatura, la Fiscalía General de la Nación, la Contraloría General de la República, las 

contralorías departamentales, distritales y municipales, la Procuraduría General de la 

Nación, la Registraduría Nacional del Estado Civil, los ministerios, los departamentos 

administrativos, las superintendencias, las unidades administrativas especiales y, en 

general, los organismos o dependencias del Estado a los que la ley otorgue capacidad para 

celebrar contratos. (Ley 80, 1993) 

 Este artículo contempla quienes pueden ser catalogadas como entidad estatal, esto es la 

administración facultada en entidades para poder celebrar o llevar a cabo procesos contractuales, 

aunando los requisitos que deben tener, si éstas entidades no contienen la totalidad del erario 

público. 

Parafraseando a Herrera (2005), no solo están contempladas dentro de la jurisdicción 

administrativa las entidades públicas que contratan, sino también están incluidas las entidades 

privadas que prestan servicios públicos domiciliarios como lo son el agua, la energía, transportes 

y telecomunicaciones (p. 98). Se da a entender, que aunque se requiera de un 50% de participación, 

se encuentra una excepción, la cual es las entidades privadas que prestes servicios públicos 

domiciliarios, los cuales como su nombre lo indica son servicios públicos, y por ende se debe 

contar como contrato estatal. 
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Por otro lado, quien interviene como contratista puede ser una persona natural o jurídica, 

nacional o internacional. Para acreditar la categoría de persona jurídica se revisan criterios 

diferentes a los revisados a las personas naturales, los cuales se encuentran establecidos en la ley, 

y que no serán objeto de estudio de este artículo. Así mismo, se puede ser contratista tanto una 

sola persona natural o jurídica como la unión de alguna de éstas. 

Al existir unión de personas naturales o jurídicas, esta unión puede ser clasificada como unión 

temporal o como consorcio, teniendo en cuenta la finalidad de cada una de estas. Herrera (2005) 

explica de una manera muy clara que tanto los consorcios como las uniones temporales no son 

sociedades de hecho porque tienen como propósito realizar un solo negocio y no varios 

característica de ésta (p. 104). Aun así estos dos tipos de uniones tienen características o elementos 

diferentes. 

La Ley 80 de 1993 define en su artículo 7° la unión temporal de la siguiente manera 

Cuando dos o más personas en forma conjunta presentan una misma propuesta para la 

adjudicación, celebración y ejecución de un contrato, respondiendo solidariamente por el 

cumplimiento total de la propuesta y del objeto contratado, pero las sanciones por el 

incumplimiento de las obligaciones derivadas de la propuesta y del contrato se impondrán 

de acuerdo con la participación en la ejecución de cada uno de los miembros de la unión 

temporal.  

González (1996) explica más claramente la definición de unión temporal 

Cuando dos o más personas en forma conjunta presentan una misma propuesta para la 

adjudicación, celebración y ejecución de un contrato, respondiendo solidariamente por el 
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cumplimiento total de la propuesta y del objeto contratado, pero las sanciones por el 

incumplimiento de las obligaciones derivadas de la propuesta y del contrato se imponen de 

acuerdo con la participación en la ejecución de cada uno de los miembros de la agrupación. 

La unión temporal se da, en la unión de una o varias empresas o personas naturales, con el fin 

de realizar un objeto específico. Unión que se da de acuerdo con el porcentaje de participación, lo 

cual también es de importancia al momento de un incumplimiento. 

Como consorcio, se encuentra la definición en la Ley 80 de 1993 así 

Cuando dos o más personas en forma conjunta presentan una misma propuesta para la 

adjudicación, celebración y ejecución de un contrato, respondiendo solidariamente de todas 

y cada una de las obligaciones derivadas de la propuesta y del contrato. En consecuencia, 

las actuaciones, hechos y omisiones que se presenten en desarrollo de la propuesta y del 

contrato, afectarán a todos los miembros que lo conforman. 

La Corte Constitucional en sentencia C-414 de 1994 (M.P. Antonio Barrera Carbonell), 

describe al consorcio como  

 Una figura propia del derecho privado, utilizado ordinariamente como un instrumento de 

cooperación entre empresas, cuando requieren asumir una tarea económica 

particularmente importante, que les permita distribuirse de algún modo los riesgos que 

pueda implicar la actividad que se acomete, aunar recursos financieros y tecnológicos, y 

mejorar la disponibilidad de equipos, según el caso, pero conservando los consorciados 

su independencia jurídica. 
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Como consorcio se entiende la unión de dos o más personas naturales o jurídicas, para realizar 

el objeto contractual, a diferencia de la unión temporal, los integrantes del consorcio responderán 

solidariamente al momento de causar perjuicios. 

De acuerdo con Rodríguez (2011) para poder ser catalogado como un contrato estatal o 

contrato administrativo se debe tener en cuenta que una parte debe ser una persona jurídica, el 

objeto del contrato, el cual implica la participación directa del contratista en la ejecución misma 

del servicio público; y las cláusulas del contrato, es decir, las conocidas cláusulas exorbitantes. (p. 

414). 

De esta manera, se puede establecer que pueden intervenir dentro de un contrato estatal, tanto 

personas naturales como jurídicas, así como también éstas se pueden unir para conformar un 

consorcios o uniones temporales. Éstas uniones tienen sus requisitos para ser conformados, los 

cuales se encuentran establecidos en la Ley.  

Tanto los contratistas, es decir, personas naturales, jurídicas como la unión de éstos, como el 

contratante, entidad estatal, tienen obligaciones dentro de la contratación estatal, lo cual genera 

responsabilidad para cada uno de éstos. Así mismo no se puede dejar de lado, a los proponentes, 

los cuales se encuentran inmersos en la contratación estatal, en la etapa pre-contractual, a lo que 

también podría generar obligaciones al presentar propuesta. 

2. Tipos de responsabilidad que se pueden dar en la contratación estatal 

 Para poder determinar los tipos de responsabilidad que se pueden dar en la contratación 

estatal, primero se tendrá en cuenta la definición de responsabilidad por la Real Academia de la 

Lengua Española: “Capacidad existente en todo sujeto activo de derecho para reconocer y aceptar 

las consecuencias de un hecho realizado libremente” (Real Academia de la Lengua Española, s.f.).  
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 También es necesario entender el significado de la palabra responsabilidad, la cual, según 

los doctrinantes, es la capacidad de toda persona de atender las consecuencias de los actos u 

omisiones y deben reparar el daño producido. 

 Lamprea (1979) explica que la responsabilidad en la contratación estatal tiene lugar cuando 

los funcionarios o exfuncionarios que intervienen en la tramitación del contrato que producen 

perjuicios, cometen culpa grave o dolo (p. 117).  El autor establece solo responsabilidad de la 

entidad estatal misma y a través de sus funcionarios. 

 Por otro lado, la responsabilidad se encuentra consagrada como principio dentro de la 

constitución desarrollada en los artículos 6°, 90, 92, 95, 122 y 123. Según Carlos Atehortúa et al 

(2010) el principio de responsabilidad apunta a que 

Los sujetos que intervienen en la actividad contractual actúen en el estricto marco de la 

legalidad, en cumplimiento de los deberes y obligaciones que le corresponde a cada 

cual, sin el ánimo y predisposición de inferir daños y con la diligencia y cuidado que es 

exigible en un ámbito que como la contratación pública se fundamenta en el interés 

general, so pena de incurrir en diferentes tipos de responsabilidad. 

 Así mismo, el autor plantea unas funciones principales de este principio, las cuales son 

 Garantizar el adecuado ejercicio de las competencias públicas, puesto que su 

rigurosa observancia, impide que las autoridades que se desvíen de su función 

constitucional y legal evadan las sanciones jurídicas y el costo político de sus 

actuaciones antijurídicas. 
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 Proteger el patrimonio del Estado y los contratistas, puesto que ambos podrán 

repetir contra el servidor que se le imputen actos antijurídicos graves y que les 

hayan causado perjuicio. 

 Garantizar a los contratistas el pago, compensación o indemnización, en caso de 

que se le ocasionen daños, perjuicios, incumplimientos. 

 Dotar a las entidades estatales de mecanismos, instrumentos necesarios para 

establecer responsabilidades y de ser el caso sanciones en cabeza de los contratistas, 

cuando éstos incumplan sus obligaciones. 

 Establecer conductas que generan responsabilidad patrimonial, fiscal, disciplinaria, 

penal, tanto en servidores públicos, como en contratistas, asesores, consultores, 

interventores. 

(Atehortúa et al, 2010)  

 Se puede determinar que este principio de responsabilidad tiene como objetivo garantizar 

el cumplimiento tanto de las funciones, en este caso, de las partes intervinientes en el contrato 

estatal, garantizar los recursos públicos con el fin de que éstos no sean mal gastados y garantizar 

la compensación por daños o perjuicios causados por alguna de estas partes.  

 Benjamín Herrera (2005), aclara que en el derecho público la responsabilidad contractual 

podría abarcar todo tipo de controles diseñados con el propósito de cuidar los caudales públicos 

(p. 353), haciendo referencia o catalogando las diferentes responsabilidades a las cuales se puede 

incurrir, tales como política, penal, disciplinaria, fiscal y patrimonial. 
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 Describe la responsabilidad política dentro de la concepción de ser una responsabilidad 

legal, la cual solo cobija a altos funcionarios de la administración, quienes pueden ser juzgados 

políticamente por el Congreso o por su superior jerárquico. 

 Así mismo describe que la responsabilidad penal eventualmente produce efectos 

económicos como consecuencia de la comisión de un delito o del incumplimiento dentro de la 

cláusula penal pecuniaria. 

 En cuanto a la responsabilidad disciplinaria puede, como la responsabilidad penal, producir 

efectos económicos también si es que éstos no se han producido dentro del proceso penal, esto es 

las sanciones contempladas en el Código Disciplinario Único, Ley 734 de 2002. 

 Sobre la responsabilidad fiscal, se entiende que produce efectos patrimoniales a favor del 

Estado por la trasgresión de la normatividad. 

 Por último, la responsabilidad patrimonial o civil es determinada de acuerdo con la 

normatividad del Derecho Civil o de Comercio, de acuerdo con lo contemplado en la legislación 

vigente. 

 Se debe tener en cuenta que el Estado también puede responder, para lo cual la Corte 

Suprema de Justicia y el Consejo de Estado son los órganos competentes para decidir acerca de 

ésta. Como lo explica Younes (1994) la jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia, se 

consolidó bajo los preceptos del derecho privado mediante la concepción de responsabilidad 

indirecta y directa, definiendo la primera responsabilidad como la ocasionada por la culpa o daño 

efectuada por los funcionarios en ejercicio de sus funciones; y la segunda como lo establece el 

artículo 2341 del Código Civil el que ha cometido un delito o culpa, que ha inferido daño a otro, 
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es obligado a la indemnnización, sin perjuicio de la pena principal que la ley imponga por la culpa 

o el delito cometido (p. 246 y 247). 

 Esta última responsabilidad se conoce hoy en día como la falla del servicio, para lo cual no 

es necesario la demostración la acción u omisión del funcionario, sino que lo que se debe demostrar 

ahora, es la falla causante y el daño efectuado por la misma. Esta falla se refiere a que por alguna 

omisión del Estado se cause un perjuicio a una persona, sea natural o jurídica. 

 Por otro lado, el Consejo de Estado conoce los conflictos en materia de responsabilidad 

extracontractual, por ende, se acogió a responsabilidad directa por falta de servicio, asunto que no 

se puede resolver por la jurisdicción ordinaria, debido a su competencia. 

 Una vez, conociendo las partes intervinientes dentro de la contratación estatal y los tipos 

de responsabilidad, es necesario ahora catalogar cada tipo de responsabilidad al interviniente 

correspondiente, lo cual se desarrollará en el siguiente acápite. 

3. Clasificar la responsabilidad de cada una de las partes intervinientes de un contrato 

dentro de la contratación estatal 

Para poder llegar a una clasificación de la responsabilidad de cada una de las partes 

intervinientes de un contrato dentro de la contratación, es importante tener en cuenta que al estar 

involucrado la administración, este conflicto debe ser resuelto por jurisdicciones especiales y no 

ordinarias. 

Para iniciar, desde la norma de normas, la Constitución Política de Colombia de 1991 en el 

artículo 6° desarrolla la responsabilidad tanto de los ciudadanos como de los servidores públicos 
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Los particulares sólo son responsables ante las autoridades por infringir la Constitución y 

las leyes. Los servidores públicos lo son por la misma causa y por omisión o extralimitación 

en el ejercicio de sus funciones. (Constitución Política de Colombia, 1991) 

En la misma Constitución, se establece que la responsabilidad se encuentra a cargo de todos, 

es decir, no hay distinción si los perjuicios los causa un particular o la entidad estatal a través de 

sus funcionarios, debido a que todos deben responder por sus actos u omisiones en el ejercicio de 

las funciones. 

 Palacio (2010) desglosa de la Ley 80 de 1993 que hace responsable a todas las personas que 

de una u otra forma participen en la actividad contractual, como consultores, interventores o 

asesores, funciones en las que lógicamente pueden originar perjuicio a las partes contratantes. (p. 

576). Para este autor, los únicos responsables serían ya los que se encuentran dentro de la etapa 

contractual, dejando de lado la etapa pre-contractual, la cual es de suma importancia en la actividad 

contractual. 

 Parafraseando a Arenas et al (2002), no se puede excluir de responsabilidad a la entidad 

contratante, debido a que esto iría en contra vía de los principios generales del derecho, de equidad 

y de buena fe, los cuales se encuentran establecidos en la Constitución Nacional. 

 No solo la responsabilidad está a cargo de los particulares o funcionarios del Estado, sino que 

también la responsabilidad puede recaer en la entidad contratante, con el fin de no dejar de lado 

los principios constitucionales. 

 Teniendo en cuenta la normatividad que rige la contratación estatal, es decir, la Ley 80 de 

1993, la cual determina los principios inmersos en la contratación estatal y en su artículo 26 

establece la responsabilidad a los servidores públicos por su actuación u omisión antijurídica.  
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 Para el desarrollo de este artículo, se debe tener en cuenta las etapas del proceso contractual, 

para poder establecer el tipo de responsabilidad. Para esto, es necesario también contemplar las 

garantías que suscribe, ya sea el oferente o el contratista, las cuales se encuentran establecidas en 

el Decreto 1510 de 2013, en el articulo 110, el cual establece 

El cumplimiento de las obligaciones surgidas en favor de las Entidades Estatales con 

ocasión de: (i) la presentación de las ofertas; (ii) los contratos y su liquidación; y (iii) los 

riesgos a los que se encuentran expuestas las Entidades Estatales, derivados de la 

responsabilidad extracontractual que pueda surgir por las actuaciones, hechos u omisiones 

de sus contratistas y subcontratistas (Decreto 1510, 2013). 

 Esto es, que en cada etapa del proceso contractual se generan diferentes tipos de 

responsabilidades. En la etapa pre-contractual el oferente responde por la no seriedad de la oferta, 

la entidad demandante, responde por la omisión o extralimitación de las funciones del servidor 

público. En la etapa contractual, responden tanto el contratista, ya sea consultor, interventor, 

constructor, tanto civil. penal, laboral y hasta disciplinariamente, por las acciones u omisiones de 

la ejecución del contrato; así mismo responde la entidad demandante por las razones mencionadas 

anteriormente. Para finalizar, en la etapa post-contractual, llega a responder el contratista, 

cualquiera que éste sea, por el incumplimiento a las obligaciones posteriores a la ejecución del 

contrato, esto es las obligaciones extacontractuales.  

 En cuanto al oferente, éste puede responder por la no ampliación de la vigencia de la 

garantía de seriedad de la oferta, por el retiro de la oferta después de vencido el plazo fijado para 
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la presentación de las ofertas, la no suscripción del contrato y por la falta de otorgamiento por parte 

del proponente seleccionado de la garantía de cumplimiento. 

 Así mismo, establece la responsabilidad de la entidad contratante por todas las fallas en el 

desarrollo de la etapa pre-contractual. A lo cual se debe sumar a los oferentes, debido a que también 

se pueden llegar a declarar responsables por lo establecido en el numeral 12 del artículo 30 de la 

Ley 80 de 1993, el cual establece que si el oferente  

Si el adjudicatario no suscribe el contrato correspondiente dentro del término que se haya 

señalado, quedará a favor de la entidad contratante, en calidad de sanción, el valor del 

depósito o garantía constituidos para responder por la seriedad de la propuesta, sin 

menoscabo de las acciones legales conducentes al reconocimiento de perjuicios causados 

y no cubiertos por el valor de los citados depósitos o garantías. 

 Esto quiere decir, que dentro de la etapa pre-contractual se podría declarar responsable al 

oferente que resultó ganador en el proceso de licitación y éste no celebró el contrato con la entidad 

estatal, lo cual lleva a pagar indemnización por no cumplir con lo que se llama la seriedad de la 

propuesta, a lo cual se garantiza con pólizas de compañía de seguros, depósitos o garantías 

bancarios. 

Ahora sí, en el numeral 6°, 7° y 8° del artículo 26 de la Ley 80 de 1993, establece que los 

contratistas serán responsables por realizar propuestas en las que se fijen condiciones económicas 

y de contratación artificialmente bajas con el propósito de obtener la adjudicación del contrato, es 

decir en la etapa pre-contractual, también responderán por el ocultamiento de información o 

suministro de información falsa con el fin de quedar adjudicado como contratista, y por ende 

responderán por el cumplimiento del objeto del contrato (Ley 80, 1993) 
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Igualmente; del artículo 26 de la Ley 80 de 1993, se puede determinar que pueden llegar a 

responder el estado a través de la entidad estatal y ésta a su vez puede repercutir en los servidores 

públicos, los cuales tienen por objetivos realizar las funciones establecidas para lograr los fines 

esenciales del Estado.  

 La Ley 80 de 1993, establece en su capítulo V establece la responsabilidad en el proceso 

contractual, primero determina la responsabilidad de las entidades contratantes por  

Las actuaciones, abstenciones, hechos y omisiones antijurídicos que les sean imputables 

y que causen perjuicios a sus contratistas. En tales casos deberán indemnizar la 

disminución patrimonial que se ocasione, la prolongación de la misma y la ganancia, 

beneficio o provecho dejados de percibir por el contratista. 

 Rodríguez (2011) desarrolla la responsabilidad de las entidades estatales por las actuaciones, 

abstenciones, hechos y omisiones antijurídicos que les sean imputables y que causen perjuicios a 

sus contratistas (p. 479). Esto es, que las entidades estatales también pueden causar prejuicios a 

los contratistas por el no cumplimiento de sus obligaciones como entidad conratante. 

 Así mismo, la administración puede responder a través de los servidores públicos tanto civil, 

penal y fiscalmente, por las actuaciones u omisiones en el ejercicio de las funciones. 

 Parafraseando a Rodríguez (2011), los servidores públicos responderán civilmente por los 

perjuicios causados, responsabilidad que se traduce en el pago de indemnizaciones en la forma y 

cuantía que establezca la respectiva autoridad judicial. De la misma manera responderán 

fiscalmente por los daños al patrimonio del Estado que causen en ejercicio de la gestión fiscal; y 

penalmente por los delitos en que incurran dentro de su actividad contractual. 
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 El fallo 17767 de 2011 Consejo de Estado, determinó que el servidor público responde por 

la rigurosa vigilancia de ejecución del contrato, incluida la etapa precontractual, por cuanto 

atribuye la obligación de realizar evaluaciones objetivas sobre las propuestas presentadas, de 

acuerdo con los pliegos de condiciones efectuados con anterioridad.  

 Lamprea (1979) relaciona los motivos de la responsabilidad civil  a). la ausencia de 

requisitos que causen perjuicios a las entidades públicas, b). a los contratistas y a terceros, la 

ejecución indebida y c). la inejeución indebida (p.117). 

 Esto quiere decir, que para que se configure una responsabilidad civil, se deben cumplir 

ciertos requisitos, como los perjuicios a la entidad o la ejecución indebida de las obligaciones y 

por ende del contrato. 

 La responsabilidad de los contratistas puede ser civil o penal. Los interventores, consultores 

y asesores, también responden civil y penalmente, en cuanto al cumplimiento de las obligaciones 

derivadas del contrato de consultoría, interventoría y asesoría, como por los hechos y omisiones 

que les fueran imputables y que causen daño o perjuicio a las entidades, derivados de la celebración 

y ejecución de los contratos respecto de los cuales hayan ejercido ejerzan funciones de consultoría, 

interventoría o asesoría (Rodríguez, 2011). En cuanto a las uniones temporales o consorcios, éstos 

deben responder por las acciones u omisiones de sus integrantes en la manera que lo establece la 

Ley. 

 En cuanto a la responsabilidad civil, estarán obligados a responder mediante el pago de 

indemnizaciones por sus acciones u omisiones en la actuación contractual en los términos previstos 

en la Ley. Sobre la responsabilidad penal, Rodríguez (2011) aclara que además de contemplar el 

Código Penal y de Procedimiento Penal, esta responsabilidad tiene unas normas especiales, en 
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cuanto a que el contratista es considerado como un particular que cumple funciones públicas en 

todo lo concerniente a la celebración, ejecución y liquidación de los contratos, por ende se 

encuentra sujeto a la responsabilidad de los servidores públicos (p. 483). 

 La repsonsabilidad derivada de la etapa contractual, por la no inversión del anticipo, el uso 

indebido del mismo y por la apropiación indebida de los recursos recibidos a título de anticipo. 

También responderá por la no devolución del pago anticipado, por el no cumplimiento del 

contrato, esto es, incumplimiento total, parcial o defectuoso del contrato, los daños por entregas 

parciales. Así mismo responderá en la etapa post-contractual por la calidad y estabilidad de la obra, 

esto es por los perjuicios causados por la obra realizada y recibida a satisfacción. 

 Así msmo en la etapa contractual, los interventores, asesores y consultores responderán 

penalmente, como servidores publicos, debido a que se condieran particulares que cumplen 

funciones publicas. 

 Los interventores responden también disciplinariamente de acuerdo con lo establecido en la 

Ley 734 de 2002, Código Disciplinario Único.  

 La responsabildad civil genera consecuencias a los contratistas al decretarse, esto es, la 

inhabilidad para celebrar contratos con entidades estatales, pago de indemnizaciones por 

responsabilidad civil. 

 Por otro lado, es de suma importancia la responsabilidad que tienen lo contratistas que surgen 

por las obligaciones laborales, esto es, lo correspondiente a los contratistas que son independientes, 

éstos deben cumplir con unas obligaciones en el tema laboral, esto es, las responsabilidad derivada 

por los pago de los aportes parfiscales. 
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 Todas las partes intervinientes en el contrato respoderán civilmente, como mínimo, por las 

actuaciones u omisiones, y de ahí se debe tener en cuenta y probar qué tipo de actuaciones, 

omisiones o extralimitaciones de cada uno de los intervinientes generó para poder determinar qué 

responsabilidad se uniría a la civil mecionada anteriormente. Esto en revisión también de la etapa 

contractual en la cual se ocasionó el perjuicio. 

Conclusiones 

 De esta investigación se puede concluir que pueden existir diferentes clases de contratistas 

como lo son los interventores, consultores, asesores, pero el contratante siempre será la entidad 

estatal, esto es la administración, y en la etapa pre-contractual se encuentran los oferentes. 

 De acuerdo con lo anterior, se puede establecer que tanto el contratante como cualquier 

contratista puede llegar a responder desde la etapa pre contractual, esta etapa se denomina 

oferentes; y que sus obligaciones se encuentran establecidas en la normatividad y dentro del 

proceso contractual, esto es, los pliegos de condiciones que son obligación para las partes. 

 Así mismo para determinar el tipo de responsabilidad de cada una de las partes intervinientes 

en el contrato estatal, es necesario tener en cuenta el tipo de contrato, es decir si es un contrato de 

obra, consultoría, prestación de servicios, concesión y encargos fiduciarios; también es necesario 

determinar qué tipo de contratista es, esto es, persona natural, persona jurídica, consorcio o unión 

temporal. 

 Cada uno de los intervinientes tanto en el proceso contractual como en el contrato estatal 

responde de acuerdo con sus funciones y obligaciones adquiridas, ya sea como contratante, 

servidor público de la entidad, como contratista o como oferente. Por ende, se debe tener en cuenta 

la parte interviniente del contrato para poder establecer la responsabilidad que le corresponde a 
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cada una de éstas, teniendo en cuenta la acción u omisión efectuada, perjuicios o daños causados 

o incumplimiento de la normatividad que rige lo correspondiente con la contratación estatal. 
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